
1. Introducción

El Canadá urbano de este nuevo siglo, y en particular el de
las grandes metrópolis, no es ya el que se desarrolló durante el
período fordista. Como evoca el título de un libro publicado por
Trudi BUNTING y Pierre FILION, las ciudades canadienses del si-
glo XXI han comenzado un proceso de transición que se inscribe
en un contexto caracterizado por la mundialización económica y
cultural (BUNTING y FILION, 2000). Un buen número de inves-
tigadores hace hincapié en la dimensión económica para descri-
bir y comprender estas transformaciones recientes (COFFEY,
1999). Es necesario constatar que los fenómenos de metropoli-
zación y de mundialización económica y cultural, que constitu-
yen, como subraya JOUVE (2001), las dos caras de una misma
moneda, se refieren directamente a la dimensión política.

Relativamente reciente, la cuestión de la gobernanza urba-
na y, en particular, la de la gobernanza metropolitana se ha im-
puesto en la literatura sobre los estudios urbanos. Aunque la
noción de gobernanza sea polisémica, algún consenso se extrae
de un cierto número de estudios que lo tratan. Subrayamos
tres de ellos:

1. La gobernanza implica una reestructuración del Estado
que responde a una crisis de la gobernabilidad entendida
aquí como «la incapacidad de los gobiernos para respon-
der a los problemas que les son expuestos y a ajustarse a
las nuevas formas de organización social, económica y
política que hayan sido diagnosticadas» (BORRAZ y LE

GALÈS, 2001).

2. Desde el punto de vista paradigmático, el paso del «go-
bierno» a la «gobernanza» postula la trivialización del Es-
tado que se convierte en un actor entre otros y la irrup-
ción de nuevos actores del sector privado y de la sociedad
civil (JOUVE, 2001; LEFÈVRE y JOUVE, 2001; BORRAZ y
LE GALÈS, 2001).

3. En consecuencia, aconseja una reconfiguración de las re-
laciones entre el Estado y estos últimos. La gobernanza
significa desde ese momento una redefinición de la ac-
ción pública como resultado de la emergencia de nuevas
modalidades de relaciones (mediación, negociación, coo-
peración, etc.) en el nivel de la ciudad (BORRAZ y LE GA-
LÈS, 2001; LE GALÈS, 1995; JOUVE, 2001) o en el nivel
metropolitano.

Este discurso científico sobre la gobernanza está construido
principalmente a partir de los trabajos de investigadores que han
observado estas transformaciones en el contexto europeo.

¿Cómo es en Canadá?

Caracterizar la gobernanza canadiense comporta algunos
riesgos, porque las configuraciones institucionales y las dinámi-
cas socio-económicas y territoriales varían de una provincia a
otra, incluso de una metrópoli a otra. Porque, precisémoslo de
entrada, y ésta es una de las especificidades del sistema canadien-
se, los asuntos municipales dependen de la responsabilidad legis-
lativa y financiera de las provincias, lo que hace difícil un exa-
men completo del sistema municipal canadiense. No obstante,
permite plantear la hipótesis de que, en el contexto de mundiali-
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zación económica y cultural, algunas grandes tendencias pueden
atravesar al conjunto del escenario urbano canadiense.

Durante mucho tiempo, el sistema político canadiense se ha
mantenido sin sufrir trastornos importantes. Ahora bien, desde
hace aproximadamente un decenio, asistimos a un replantea-
miento de los valores, y en cierta medida de algunos grandes
principios constitutivos del sistema político canadiense. En efec-
to, por todas partes, el rol del Estado y su capacidad para hacer
frente a los déficit asociados a la modernidad avanzada y para
responder a las demandas de los ciudadanos y las ciudadanas se
nos presentan cada vez más cuestionados. De hecho, según algu-
nos, asistimos a una crisis de gobernabilidad que se manifiesta
de diferentes formas.

Ahora bien, la respuesta del Estado canadiense y de su élite
se puede resumir de la forma siguiente: 1) la adopción de una es-
trategia de fortalecimiento de su integración económica mundial
mediante la adopción del acuerdo de libre-comercio con Estados
Unidos y México (ALENA) y su participación activa en el pro-
ceso de negociación encabezando una zona de libre-comercio de
las Américas ( ZLEA); 2) la adopción de políticas de reducción
de la deuda, y en consecuencia la adopción de medidas de re-
ducción de los gastos públicos en todos los niveles gubernamen-
tales; 3) un redespliegue del Estado que implica su desenganche
de algunos sectores y programas; 4) una transferencia de algunas
tareas y responsabilidades del Estado hacia otros niveles guber-
namentales, incluso a otros tipos de actores; 5) una tendencia
progresiva hacia la privatización de ciertos ámbitos.

Por otro lado, estas transformaciones se desarrollan en un
contexto marcado por las tensiones crecientes entre el gobierno
federal y las provincias, que reclaman de éste más transferencias
fiscales y competencias. De hecho, se observa incluso un cierto
deseo de autonomía de las provincias ricas que, sin decirlo abier-
tamente, cuestionan el sistema de reparto. Tradicionalmente, el
sistema canadiense se ha caracterizado por la equidad en la dis-
tribución de riqueza entre provincias.

Es, pues, en un contexto de reestructuración del Estado y de
reducción de los gastos públicos cómo la mayoría de las provin-
cias canadienses han comenzado, desde hace aproximadamente
un decenio, a instaurar las reformas institucionales enfocadas a
redefinir la gestión y la planificación de los asuntos urbanos en
los niveles metropolitano y local. Desde 1996, al menos seis pro-
vincias de las diez con las que cuenta Canadá han iniciado los
pasos para llevar a cabo las reorganizaciones territoriales y admi-
nistrativas; son Nueva Escocia, Nueva Brunswick, Québec, On-
tario, Alberta y Columbia Británica. Aunque las reformas insti-
tucionales varían en su forma y en su contenido según las
provincias, persiguen «objetivos de eficacia, de racionalidad ad-
ministrativa, de economías de escala, de atenuación de las des-
igualdades fiscales, de lucha contra el despliegue urbano incon-

trolado y de competitividad, tanto a nivel continental como
mundial» (BRUNEAULT y COLLIN, 2001).

Considerando que estas reformas redefiniesen sobre todo
el rol del Estado y el de los otros tipos de actores, es legítimo
preguntarse cuáles son las formas que adoptarán las nuevas
configuraciones relacionales entre los gobiernos provinciales y
locales, entre el Estado y los otros grupos de actores: pero ¿qué
roles conceden las provincias a los municipios y a las aglome-
raciones urbanas en el marco de estas reformas? ¿Se inscriben
en la tendencia observada en numerosos países de la OCDE
que favorece una descentralización hacia los gobiernos locales
y que concede a estos últimos una mayor autonomía? ¿Estas
reformas reúnen las condiciones necesarias para la emergencia
de nuevas formas de gobernanza urbana? Teniendo en cuenta
las transformaciones a la vez económicas, demográficas y cul-
turales que afectan a las grandes metrópolis canadienses y los
desafíos a los que están enfrentadas, ¿en qué medida estas re-
formas representan un beneficio en términos de forma de ges-
tión y planificación?

En este artículo, intentaremos identificar las principales
posturas ligadas a la gobernanza urbana y, en particular, a la go-
bernanza metropolitana en Canadá. Primero, trazaremos a
grandes rasgos una breve descripción de la evolución urbana en
Canadá, resaltando las características de la transición de las
grandes aglomeraciones metropolitanas. Segundo, procedere-
mos a un examen de la estructura del sistema municipal cana-
diense y de las relaciones institucionales que unen a los gobier-
nos locales con las provincias y con el gobierno federal. Tercero,
sin lanzarnos en una gestión prospectiva, pondremos de relieve
las principales tendencias de la gobernanza urbana canadiense
en los niveles local y metropolitano comprometidos con las re-
formas municipales concentrándonos en dos casos, los de Onta-
rio y Québec. Por último, intentaremos ver si el comienzo de
este nuevo siglo indica en Canadá la emergencia de una gober-
nanza urbana y, en particular, de una gobernanza metropolitana
en la medida en que responda a los retos y desafíos impuestos
por los cambios urbanos.

Inspirándonos en el enfoque neo-institucionalista (HALL y
TAYLOR, 1997), planteamos como hipótesis que las reformas
institucionales adoptadas o en marcha en las diferentes provin-
cias de Canadá, incluso en las aglomeraciones metropolitanas,
favorecerían la emergencia de nuevas configuraciones institu-
cionales que rompieran con las heredadas del pasado, y engen-
draran nuevos tipos de gobernanza urbana de geometría varia-
ble. Esta hipótesis se apoya en las declaraciones de BOISVERT y
HAMEL (1998), que consideran que lo importante es analizar
las innovaciones y soluciones institucionales desde el punto de
vista del conflicto y del compromiso. «Las posturas institucio-
nales, dicen, no constituyen únicamente un reflejo de las rela-
ciones de fuerza anteriores. Constituyen antes que nada un te-
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rreno propicio a la construcción de un espacio público esencial
para el dinamismo de la sociedad civil y la democracia local. Es
decir, las posturas institucionales no son únicamente el reflejo
de contradicciones socioeconómicas o sociopolíticas, convir-
tiéndose en una ocasión para revisar el equilibrio de las fuerzas
presentes» (BOISVERT y HAMEL, 1998).

2. Metamorfosis
metropolitanas

Es importante recordar que el debate sobre la gobernanza
se inscribe en un contexto caracterizado por la mundialización
económica y cultural. La mundialización económica, como
han demostrado numerosos investigadores, está ligada sobre
todo a la llegada de las tecnologías de la información y de la
comunicación, que han permitido no sólo una transformación
de las actividades y modos de producción, sino también una
reorganización de la división del trabajo. Flexibilidad, descen-
tralización, desubicación de las actividades de producción y
funcionamiento en red son desde ahora parte del vocabulario
de la geografía económica que hacen hincapié en la integra-
ción de las metrópolis en una economía mundial y su perte-
nencia a las redes globales. La mundialización implicará una
reestructuración espacial a nivel mundial (DOLFUS, 2001) en
la cual las grandes metrópolis se convierten en los puntos no-
dales de esta economía de archipiélago mencionada por Pierre
VELTZ (1996). La metropolización no consiste en un proceso
similar a la urbanización de los períodos precedentes (LÉVY,
1999: 17). De hecho, como señala LÉVY, las grandes metrópo-
lis de este período de extensión del capitalismo mundial se pa-
recen cada vez menos a las del período industrial.

En Canadá desde los años 70 los investigadores observan
las mayores transformaciones de las grandes aglomeraciones
urbanas: reestructuraciones económicas, terciarización de la
economía urbana de las grandes aglomeraciones urbanas,
transformación de la estructura de empleo y de la mano de
obra (BOURNE, 2000; COFFEY, 1999). Las metrópolis, que
habían conocido un desarrollo económico y una expansión
importante durante el periodo fordista, entrarían de lleno en
un período de post-fordismo que «se define por el aumento
de la importancia de los servicios en detrimento del sector
manufacturero, una diversificación de los gustos y los valores,
una sustitución parcial de la producción masiva por formas
diferentes y flexibles, y una seria desaceleración económica»
(FILION, 1999: 66). En este período, algunas grandes ciuda-
des estarían afectadas por los efectos de la desindustrializa-
ción, de la reubicación de empresas y la desubicación de una

parte de las actividades de producción hacia otras ciudades,
incluso otras regiones u otros países. Por otro lado, si bien es
verdad que la terciarización de la economía urbana y la emer-
gencia de la nueva economía han creado nuevos empleos, es-
tos últimos no sustituyen a los empleos perdidos que están
siendo ocupados por una mano de obra poco escolarizada y
menos formada. Las tasas de paro en el medio urbano han
aumentado. Numerosos trabajadores se han encontrado de
pronto sin trabajo. Aunque la terciarización de la economía
sea creadora de empleo, ha tenido como consecuencia el cre-
cimiento de las diferencias entre la población de rentas altas y
bajas. De hecho, lo mismo que el régimen fordista adoptó al-
gunas formas urbanas concretas, el post-fordismo también se
sitúa en el espacio urbano. Las reestructuraciones económicas
no han tardado en producir un proceso de dualización socio-
espacial en el nivel metropolitano, que se traduce, en su terri-
torio, en un importante fenómeno de exclusión socioeconó-
mica (MORIN, 1995). Se observa, pues, la emergencia de
nuevas formas de pobreza urbana y la marginalización socio-
económica de algunos grupos sociales como los antiguos
obreros del sector industrial, los jóvenes no escolarizados o
insuficientemente formados, los inmigrantes, etc. En las
grandes ciudades canadienses como Toronto, Montreal y
Vancouver, por ejemplo, se asiste a un proceso de dualización
socio-espacial que amplía las tensiones entre el centro de las
ciudades y los municipios de la periferia.

En estas tres metrópolis, el crecimiento demográfico en
los centros de las ciudades ha disminuido en beneficio de los
barrios de la periferia. Sin ser comparable a la situación que
existe en algunas ciudades de los Estados Unidos, el efecto
calificado de «agujero de buñuelo» está llegando a ser una
preocupación importante. Por otro lado, en el centro de estas
grandes aglomeraciones metropolitanas se encuentra una
gran concentración de viviendas precarias (viviendas de una
sola persona, viviendas de rentas bajas, población emigrante,
familias monoparentales donde el cabeza de familia es una
mujer), con una renta media muy baja. Aunque el fenómeno
no es para nada comparable con la situación que existe en al-
gunas ciudades de Estados Unidos, estas transformaciones
han hecho replantearse rápidamente la capacidad de los mo-
delos de gestión y de planificación y las estructuras institu-
cionales existentes en los niveles local y metropolitano. Algu-
nos autores mencionan la crisis de la gobernabilidad. Pero
otros problemas son también importantes: pensemos en las
cuestiones fiscales y de reparto de los recursos entre el centro
de las ciudades y los municipios que las rodean, en la disper-
sión urbana, en la eficacia de la gestión de los servicios, equi-
pamientos e infraestructuras, y en los problemas medioam-
bientales (BOURNE, 2000) que, combinados, han impuesto la
necesidad de plantearse los modelos de gestión y de planifica-
ción urbana. 
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3. ¿Es un obstáculo para la
gobernanza urbana la
complejidad de las
relaciones
intergubernamentales 
en Canadá?

3.1. El gobierno federal

Como se ha mencionado anteriormente, es difícil señalar las
características de la gobernanza urbana en las grandes ciudades
canadienses porque las configuraciones institucionales varían de
una provincia a otra, incluso de una ciudad a otra, y porque el
numero de actores implicados es grande. En Canadá los tres
principales niveles de gobierno, sea el federal, provincial o local,
están implicados en los asuntos urbanos tanto en el nivel local
como en el de la metrópoli o en el de la ciudad-región. Y en cada
uno de ellos hay que contar con varios actores diferentes que in-
tervienen de forma directa o indirecta en los asuntos municipa-
les. Por ejemplo, en el nivel provincial, muchos ministerios in-
tervienen en los asuntos urbanos, paralelamente al ministerio de
los Asuntos Municipales, por la vía de sus dossiers respectivos. En
el nivel metropolitano o de gran región, se encuentran también
un buen número de actores, sobre todo los que en inglés se lla-
man los abc (agencies, boards and commissions), sin contar los co-
mités especiales dotados de mandato en un solo ámbito (AN-
DREW, 1995). 

En el plano constitucional y jurídico, el sistema político y
administrativo federal canadiense implica un reparto de los po-
deres y de las competencias entre el gobierno federal (o central)
y los gobiernos provinciales. Por su parte, el gobierno federal,
aunque interviene en los asuntos municipales, no tiene ninguna
autoridad legislativa directa sobre los municipios. Sin embargo,
a pesar de la supresión de su ministerio de Asuntos Municipales
(creado en 1971 y suprimido en 1979), sigue siendo un actor
institucional importante en lo referente a la calidad de la vida
urbana (FRISKEN, 1994; ANDREW, 1995; ROTHBLATT, 1993;
SANCTON, 2000). Por medio de sus políticas en materia de im-
posición y transferencias gubernamentales, el nivel federal posee
la capacidad de determinar en gran parte la capacidad de los go-
biernos provinciales para responder a las demandas de los muni-
cipios en términos de financiación de servicios urbanos adicio-
nales (SANCTON, 2002: 426-427). Por otro lado, sigue siendo el

mayor propietario de bienes inmuebles urbanos de Canadá y es
responsable de las infraestructuras portuarias, aeroportuarias y
de la red de carreteras canadiense. Durante mucho tiempo inter-
vino en el sector de la vivienda, principalmente por medio de la
Sociedad Canadiense de Hipoteca y Vivienda. Además, adminis-
tra algunos programas sociales como el seguro del paro y toma
todas las decisiones en materia de inmigración (HUTTONS,
1998). En consecuencia, aunque no interviene directamente en
los asuntos municipales, sus intervenciones son importantes
para la estructuración y desarrollo de las ciudades y, en especial,
de las grandes aglomeraciones metropolitanas.

Durante el último decenio, el gobierno federal, cuya agenda
política tenía como objetivo principal la reducción del déficit
público, se ha comprometido a la suspensión de algunos pro-
gramas. Subrayamos principalmente la suspensión de las políti-
cas tradicionales de desarrollo regional y de las políticas de desa-
rrollo social, como la adjudicación de la vivienda social
(FRISKEN, 1994; HUTTONS, 1998). Esta liberación contribuye a
confinar una gran parte de la carga financiera a las provincias
que, a su vez, tienen también la preocupación de reducir su
deuda y sus gastos, tendiendo a «devolver la pelota» a los muni-
cipios. Éste es el efecto dominó mencionado por HUTTONS
(1998). Señalamos, a título de ejemplo, la decisión del gobierno
de Harris en Ontario de transferir la vivienda social a los muni-
cipios (HUTTONS, 1998: 17).

El gobierno federal, aunque es discreto y relativamente poco
estudiado por los investigadores, sigue siendo un actor impor-
tante en la escena urbana canadiense. Importa por tanto integrar
en un análisis sobre la gobernanza urbana en Canadá las relacio-
nes de tensión y de competencia entre cada uno de estos niveles
gubernamentales, que influyen a menudo en el éxito de los re-
sultados en materia de acción pública. Los municipios canadien-
ses han captado bien este contexto relacional que caracteriza al
sistema político canadiense, y aunque dependen directamente de
las provincias, las grandes metrópolis canadienses mantienen re-
laciones directas con el gobierno federal. Por ejemplo, el alcalde
de la nueva ciudad de Montreal en una estrategia para renego-
ciar la financiación del municipio se dirige tanto al gobierno fe-
deral como al gobierno de Québec, a quienes considera sus in-
terlocutores para establecer un pacto financiero.

3.2. ¿Hacia unas nuevas relaciones entre las provincias y los
gobiernos locales?

Como he mencionado anteriormente, una de las particulari-
dades del sistema municipal canadiense viene del hecho de que
los municipios son emanación de las provincias. En efecto, el
origen de los consejos municipales se remonta a la Ley de Amé-
rica del Norte Británica, ley constitutiva de la Federación cana-
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diense en 1867, que concedió a cada provincia el poder exclusi-
vo en relación con las instituciones municipales. «El gobierno
municipal canadiense moderno es, por tanto, una corporación crea-
da por cada provincia con fines de gobierno local. Las únicas tareas
que un gobierno municipal puede realizar y los únicos poderes que
puede ejercer son los mencionados explícitamente en su acta o carta
fundacional» (ENGIN, 1995: 53).

Como ha descrito bien SANCTON, por lo tanto: «Debido a
que los municipios deben su existencia a las provincias, mientras
que los gobiernos federal y provinciales deben la suya a la Constitu-
ción, el nivel municipal de gobierno en Canadá se encuentra, en
términos legales, en una instancia inferior» (HOEHN, 1996 citado
por SANCTON, 2000: 426).

Históricamente, esta configuración institucional contribuyó
a establecer, entre los gobiernos provinciales y locales, relaciones
calificadas por DUPRÉ de «hiperfragmentadas y casi subordina-
das» (citado por ANDREW, 1995). Al principio, el sistema muni-
cipal apareció en Ontario (entonces el Alto Canadá) a fin de po-
der invertir en las infraestructuras sin aumentar la carga de la
deuda de la provincia (ANDREW, 1995). Luego, este sistema de
relación provincial-municipal habría sido adoptado por las otras
provincias y ratificado por la Confederación. ¿Cómo es hoy?
¿Esta relación de subordinación se ha mantenido con el tiempo?
¿O se observa una redefinición de la configuración relacional en-
tre estos niveles gubernamentales que concede una mayor auto-
nomía a los municipios y que, por ello, favorecería la creación de
nuevas formas de gobernanza urbana?

Ha sido sólo muy recientemente cuando los gobiernos pro-
vinciales han optado, en el marco de las reformas aprobadas o en
curso, por una redefinición en profundidad de sus relaciones
con los gobiernos locales. Hasta ahora, pocas competencias y
prerrogativas han sido cedidas por las provincias a los gobiernos
locales y, si lo han sido, los recursos financieros correspondientes
raramente les han acompañado. Sin embargo, algunas provincias
como Ontario y la Columbia Británica han decidido reciente-
mente revisar la naturaleza de las relaciones que les unen a los
municipios. En el caso de estas dos provincias, los gobiernos
provinciales han decidido conceder una mayor autonomía a los
gobiernos locales, con excepción sin embargo de las metrópolis. 

En Ontario, el gobierno conservador, que llegó al poder en
1994 dirigido por Mike Harris, ha impuesto la reforma de los go-
biernos locales más importante en todo el último siglo. En su pla-
taforma electoral titulada «la Revolución del sentido común», el
gobierno de Ontario anunció ya su voluntad de «racionalizar los
niveles regional y municipal de gobierno a fin de evitar los con-
flictos y los desdoblamientos actuales» (SANCTON, 2000: 116).
En un documento titulado «La Guía de la Reestructuración Muni-
cipal», el principal texto explicativo del enfoque del gobierno de
Ontario, las reestructuraciones son presentadas como medidas

enfocadas a una mayor eficacia, una mejor imputabilidad y la re-
ducción de unidades administrativas, lo que equivale, en térmi-
nos generales, a menos gobierno (DOWNEY y WILLIAMS, 1998 ci-
tados por REDDY, 2002). En este caso, menos gobierno significa
una importante reducción de la cantidad de municipios, de buro-
cracia (número de empleados municipales), así como del número
de electos, lo mismo que una bajada de impuestos.

En el marco de esta reforma, el gobierno de Ontario aprobó
en 1997 la Ley creando la nueva ciudad de Toronto. En 1999 se
promulgó la Ley reduciendo el número de consejeros municipa-
les. Más tarde, se ha puesto en marcha la Comisión de Servicios
del Gran Toronto y, por último, se aprueba en diciembre de 2001
una nueva Ley Municipal que entrará en vigor a partir del mes de
enero de 2003. Recordemos que la Ley Municipal de Ontario fue
aprobada en 1849. Desde entonces, muchas enmiendas habían
sido anunciadas pero ninguna reforma en profundidad se había
realizado. Ahora, después de 150 años, por primera vez, la nueva
ley sobre los municipios redefine las relaciones entre la provincia
y los municipios locales. Según el ministerio de Asuntos Munici-
pales y Vivienda, la ley «concede más flexibilidad a los munici-
pios para regular las cuestiones locales y reaccionar rápidamente a
los cambios económicos, medioambientales o sociales en el nivel
regional». Esta ley reconoce a los municipios como las adminis-
traciones responsables y obligadas a rendir las cuentas sobre las
cuestiones que son de su incumbencia. Los municipios de Onta-
rio estarán de ahora en adelante dotados de potestades, funda-
mentalmente en temas de impuestos. De hecho, el gobierno de
Ontario les concedió poderes legislativos en algunos ámbitos.
Añadiremos que el centro de la reforma ontariense se apoya en las
reestructuraciones consideradas aquí como sinónimos de fusión
(REDDY, 2002: 71). El número de municipios de Ontario ha pa-
sado de 815 en 1996 a 447 en 20011.

Como subraya REDDY, «Entretanto, ha forzado la amalgama
de municipios, ha reducido el número, poder y potestad fiscal de los
school boards, ha cerrado hospitales, ha instituido el workfare, ha le-
gislado el gravamen del valor real en los impuestos sobre la propie-
dad y reformado la Ley Municipal. Quizás, la iniciativa con un
impacto más significativo en la financiación y la capacidad de go-
bierno de las autoridades locales ha sido la tentativa de diferenciar
entre las responsabilidades de los servicios provinciales y la de los
municipales, referidas en el «Brown Paper» como el ejercicio de
“Quién hace” qué» (REDDY, 2002: 71).

A semejanza del gobierno de Ontario, el gobierno de Co-
lumbia Británica inició en 1991 una estrategia dirigida a redefi-
nir las relaciones con los municipios locales. Sin embargo, hasta
el 2002 esta gestión no ve la luz en forma de un proyecto de re-
definición del marco legislativo para los gobiernos locales afecta-
dos: la Carta Comunitaria. Esta ley propone un nuevo enfoque
de las relaciones entre la provincia y los municipios locales. Se-
gún las palabras del ministro de Estado de la Carta Comunita-
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ria, Ted Nebbeling, «Esta Carta va a cambiar la tradición de los
reglamentos rígidos y del paternalismo por la flexibilidad y la co-
operación. Va a animar a los municipios a ser autosuficientes, los
va a liberar de las obligaciones asociadas a reglamentaciones
inútiles e impedirá a la provincia modificar las decisiones toma-
das por las instancias locales».

En el centro de este enfoque reside un cuestionamiento de la
autoridad central correspondiente al gobierno provincial. Como
se menciona en el documento: «Durante más de un siglo, sin
embargo, la legislación provincial ha impedido a los municipios
desarrollar plenamente su potencial. (…) A principios de este
nuevo siglo, el tiempo ha venido a poner en su lugar una nueva
visión para el futuro»2.

Esta nueva visión, propuesta por el Consejo de la Carta co-
munitaria después de un largo proceso de consulta, sobre todo
con los electos, descansa principalmente sobre la idea de recono-
cer más potestades y autonomía a los municipios. Concretamen-
te, la Carta comunitaria «Desplaza a los municipios más allá del
tradicional enfoque del «vale para cualquiera», reconociendo que lo
que podría funcionar en el Lower Mainland podría no hacerlo en la
región de Peace River»3. Esta ley incluso propone conceder una
mayor autoridad a los municipios en lo que concierne a las deci-
siones locales. Según este proyecto de redefinición del marco le-
gislativo, los municipios deben tener las potestades necesarias
para ofrecer los servicios locales, reglamentar las actividades en
sus comunidades y administrar sus organizaciones4. Este proyec-
to de ley no se aplica a la Ciudad de Vancouver, que tiene su
propia legislación. Solamente si lo decide, la metrópoli puede si-
tuarse dentro de la Carta comunitaria.

Las reformas iniciadas en Ontario y en la Columbia Británi-
ca comparten orientaciones similares. Las dos están dirigidas por
gobiernos conservadores (según el sentido ideológico del térmi-
no) cuyos objetivos se inscriben en un programa de racionaliza-
ción, de economía de escala, de reducción de impuestos, en re-
sumen en un programa neoliberal. La responsabilización y la
autonomización de los municipios locales debían ,pues, enten-
derse aquí en términos de nuevo cuestionamiento del principio
de uniformidad, y de la promoción de la individualización y la
responsabilización no sólo de los municipios, sino también de
los actores locales. Este enfoque en el cual una de las principales
palabras clave es la flexibilidad, confirma la ruptura con los valo-
res subyacentes del sistema institucional anterior, y abre aún más
ampliamente la puerta a las relaciones de cooperación entre el
sector público y el privado.

Por su parte, Québec, apenas tres años después que Ontario,
comienza a su vez una reorganización municipal sin precedentes
en su historia. Los objetivos enunciados en el Libro blanco su-
brayan una voluntad de reducir el número de los municipios y
de fortalecer los polos urbanos. Mencionemos que algunos años

antes, el ministro de la Metrópoli y de Asuntos Municipales ha-
bía puesto en marcha un programa de medidas dirigidas a alen-
tar las fusiones voluntarias. Pero en el 2000, el gobierno de Qué-
bec decide intervenir en el asunto aprobando las leyes 70 y 29,
que reorganizan los municipios en el conjunto de su territorio.
La fusión de municipios, que conduce a una reducción del nú-
mero de ellos, así como a la creación de tres Comunidades me-
tropolitanas en las aglomeraciones de Montreal, Québec y Hull,
han constituido las principales herramientas de reorganización
municipal privilegiadas por el gobierno quebequés. Aunque in-
fluido por el gobierno de Ontario, que procedió a la fusión de
seis municipios locales para consolidar Toronto, el gobierno de
Québec no se ha aprovechado sin embargo de esta ocasión para
revisar la naturaleza de sus relaciones con los gobiernos locales.
En este caso, no se puede hablar de una descentralización del go-
bierno provincial hacia los municipios, ni tampoco de un refor-
zamiento de sus potestades y autoridad. Además de los ámbitos
tradicionales que les habían asignado, como por ejemplo la orde-
nación y planificación urbana, la gestión de los servicios, equipa-
mientos e infraestructuras, y la de algunos programas sociales,
los gobiernos locales permanecen bajo el control y la jurisdicción
del gobierno provincial de Québec.

La subordinación de los municipios a las provincias se deriva
de la legislación canadiense e implica igualmente una subordina-
ción financiera. En efecto, aparte de los impuestos territoriales,
la legislación de la mayoría de las provincias no permite a los
municipios establecer sus propios impuestos, lo que les permiti-
ría ampliar su margen de maniobra. Ahora bien, muchos obser-
vadores, durante el último decenio, consideran que las relaciones
entre las provincias y los municipios han estado determinadas en
gran parte por la cuestión financiera. Igual que el gobierno fede-
ral, las provincias han adoptado políticas llamadas de sanea-
miento de los gastos públicos, que explican, en parte, las transfe-
rencias de gastos hacia los gobiernos locales. Sin embargo, como
señala ANDREW con precisión, «La clarificación de las relaciones
entre las provincias y los municipios es vista a menudo como una
forma de transferir más costes al nivel municipal. Pero la ideología
también desempeña un papel: la clarificación apela tanto a la no-
ción de que los gobiernos locales son los «más cercanos a la gente»
como a la demanda neoliberal de que los gobiernos tengan mayor
responsabilidad ante los contribuyentes. Bajo esta corriente descen-
tralizadora también descansan visiones administrativas que apues-
tan por mayor flexibilidad en el desarrollo y puesta en práctica de
políticas públicas» (ANDREW, 1995: 147).

Durante mucho tiempo, la estructura jerárquica guberna-
mental canadiense, heredera de la Ley de América del Norte Bri-
tánica, se ha mantenido a pesar de las modificaciones aportadas
por las provincias. Como menciona con precisión Caroline AN-
DREW, esta relación de subordinación jamás ha sido total. En
efecto, los gobiernos locales han sabido elaborar sus propias es-
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trategias, según las provincias, e incluso según las ciudades en la
medida en que, según los actores locales presentes, los retos y los
intereses en curso han sido percibidos de forma relativamente di-
ferente. Este statu quo es hoy cuestionado por algunas provin-
cias. En efecto, el nuevo siglo parece caracterizarse por movi-
mientos de reformas de una punta a otra de Canadá que
redefinen la configuración institucional y que tendrán los gran-
des impactos en el tipo de gobernanza urbana. 

Aunque es muy pronto para comprender los contornos de
estas nuevas configuraciones y de las estrategias de los actores
que surgieron tanto en Ontario, como en la Columbia Británica
o en Québec, parece claro que en las dos provincias anglófonas
se produce una ruptura con la situación anterior. ¿En qué medi-
da estas nuevas configuraciones favorecen el surgimiento de nue-
vas formas de gobernanza urbana? ¿Antes de ver qué tipo de go-
bernanza predominante se constituye según las provincias o
según las ciudades, no podemos prever qué diversas relaciones y
modalidades de negociación se tejerán entre los actores según la
naturaleza de las posturas y los proyectos? En otras palabras, ¿no
veremos surgir una gobernanza urbana de geometría variable y
en tiempos variables? Por otro lado, habida cuenta de la elección
realizada por los gobiernos provinciales de Ontario y de la Co-
lumbia Británica, es posible suponer que el sector privado, ya
presente, ocupará desde ahora un lugar más importante en la re-
definición de la acción pública. En este contexto, es legítimo
preguntarse en qué medida los ciudadanos, y en particular los
grupos sociales social y económicamente marginados, tendrán
voz para opinar sobre los objetivos más importantes en relación
con la gestión y la planificación urbana.

4. Gobernanza a nivel
metropolitano

4.1. Debate sobre los modelos metropolitanos

En la historia canadiense, el crecimiento demográfico y
económico del período siguiente a la II Guerra Mundial favo-
reció el surgimiento de los extrarradios que se crearon alrede-
dor del centro de las ciudades, e impuso el debate sobre la ne-
cesidad de establecer instancias o mecanismos de coordinación
que permitiesen una mejor gestión y planificación a nivel me-
tropolitano. Toronto fue, en 1953, la primera metrópoli cana-
diense en dotarse de un gobierno supramunicipal para atender
la planificación y la gestión a escala metropolitana. En Mon-
treal, la Comunidad Urbana de Montreal (CUM) remplazó a
la Corporación del Montreal Metropolitano en 1971, mientras

que Vancouver conocerá la creación de un Greater Vancouver
Regional District en 1967.

Entre los diferentes modelos de gestión metropolitana adop-
tados, el gobierno metropolitano de Toronto ha sido el único en
Canadá, y el primero en América del Norte, en tener el status de
gobierno supramunicipal y, por consiguiente, de estar dotado de
potestades y de alguna autonomía con respecto a los otros nive-
les gubernamentales. Las otras provincias como Columbia Britá-
nica o Québec han optado por estructuras de coordinación in-
termunicipal. Se han hecho algunos balances de cada una de las
principales experiencias canadienses. Sin embargo, teniendo en
cuenta las transformaciones que han experimentado las aglome-
raciones metropolitanas, los límites de estas estructuras y meca-
nismos institucionales se manifiestan hasta tal punto que, a par-
tir de finales de los años 80, como señala COLLIN, la cuestión de
la renovación de los modos de gestión de las aglomeraciones se
impondrá por los expertos, los electos y los gobiernos provincia-
les como uno de los grandes retos de desarrollo de las metrópolis
en el contexto particular de la transformación de la economía y
de los nuevos roles para las regiones metropolitanas (por ejemplo
DODGE, 1996; DOWNS, 1994; PEIRCE, 1993; ROTHBLATT y
SANCTON, 1993; RUSK, 1993; 1996). (…) «En este capítulo,
para atenernos al caso canadiense, mencionamos los ejemplos de
Vancouver y su Liveable Region: A Strategy for the 1990s (1989),
las comisiones Graham (1988-1990) y Kirby (1992) sobre la re-
forma del municipio regional de Ottawa-Carleton, le Greater
Area Task Force (1995-1996), después la creación de la super-
ciudad de Toronto (1998), el Grupo de Trabajo sobre Montreal
y su región (1991-1993) y la creación del ministerio de la Me-
trópoli en enero de 1996, las operaciones de consolidación de las
aglomeraciones urbanas de Nueva Brunswick (1993) y, final-
mente, la creación de la Halifax Regional Municipality (1996)»
(COLLIN, 1999).

Esta búsqueda de un modelo o de un mecanismo de coopera-
ción en el nivel metropolitano se explica en gran parte por los
cambios que han sufrido las metrópolis durante los dos o tres úl-
timos decenios. Por ejemplo, en la mayoría de las grandes metró-
polis canadienses, el crecimiento demográfico y económico se ha
desarrollado en gran parte en el exterior de los límites administra-
tivos protegidos por las estructuras institucionales metropolita-
nas, Esta incoherencia entre el territorio cubierto por la estructu-
ra administrativa y el territorio funcional de la aglomeración
metropolitana ha producido grandes problemas: disparidades fis-
cales, disparidades en el reparto del coste de las infraestructuras,
competencia entre la zona metropolitana y las zonas que la ro-
dean para atraer a los inversores, falta de coherencia y eficiencia
en la planificación y la gestión de los equipamientos y las infraes-
tructuras, etc. En otros términos, las relaciones entre el centro de
la ciudad y las afueras se han caracterizado por competencia y
fuertes tensiones. En el caso de Montreal, por ejemplo, la deca-
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dencia del centro de la ciudad continúa desde los años 60, a pesar
de las numerosas iniciativas para contrarrestar los problemas con
los que se encuentra (TRÉPANIER, 1998; HAMEL y BOISVERT,
1998; HAMEL, 2001).

Por otro lado, la fragmentación municipal está considerada
como un segundo problema causante del mal funcionamiento
de las aglomeraciones (COLLIN, 1999: 405), habiendo sido y
siendo una de las mayores preocupaciones de los electos. Por
ejemplo, el territorio protegido por la Comunidad Urbana de
Montreal (CUM) antes de la reestructuración, comprendía 28
municipios cuando en la región metropolitana censal (RMR)
había 104, de los cuales 81 de menos de 25.000 habitantes. En
el territorio de la Comunidad Urbana de Montreal (CUM) exis-
tían además 61 organismos supramunicipales en la CUM, 14
municipios regionales de condado, sociedades de transporte, 3
corporaciones intermunicipales de transporte, 28 administracio-
nes intermunicipales así como la Agencia Metropolitana de
Transporte (Livre Blanc, 2000). Paralelamente, existen también
comisiones escolares locales y regionales, centros locales de servi-
cios comunitarios, administraciones regionales de salud y servi-
cios sociales, consejos regionales de desarrollo, etc. No hay duda
de que la multiplicación del número de actores constituye una
traba, por ejemplo, al ejercicio de coordinación en materia de
planificación y de gestión de los servicios. Ahora bien, ¿cómo re-
solver estos problemas?

En el marco de un estudio comparativo de las diversas es-
trategias y modelos de gestión metropolitano en América del
Norte, COLLIN (1999) ha elaborado una tipología que com-
prende cinco categorías aplicables a las metrópolis canadienses
y estadounidenses: la agrupación municipal (principalmente
bajo la forma de fusión), el establecimiento de instituciones de
aglomeración multifuncionales, la asociación voluntaria de en-
tidades locales, la creación de agencias especializadas monofun-
cionales y, por último, el funcionamiento en red de los agentes
públicos. En Canadá, la agrupación municipal habría sido la
forma privilegiada durante mucho tiempo. Es, por otro lado, a
partir de este tipo de gestión como, por ejemplo, se han consti-
tuido las ciudades de Toronto y de Montreal. A partir de los
años 90, los gobiernos de Toronto y de Québec han privilegia-
do de nuevo esta medida con el objetivo de consolidar su aglo-
meración metropolitana. Por otro lado, como señala COLLIN

con exactitud, «en la práctica, en comparación con los Estados
Unidos, la experiencia canadiense está todavía dominada por
las soluciones institucionales —una característica desde hace
mucho tiempo de la experiencia canadiense, (…)». Sin embar-
go, ante el fracaso de las fusiones y la creación de nuevas es-
tructuras institucionales, han aparecido nuevas experiencias de
gestión metropolitana, poniendo el acento sobre procesos «in-
formales» de colaboración y movilización antes que sobre arre-
glos estructurales formales, sobre la «gobernanza» antes que so-

bre el «gobierno» (COLLIN, 1999). A título de ejemplo, basta
con mirar al Greater Vancouver Regional District, que es entre
las instituciones metropolitanas canadienses la que más se ins-
cribe en la corriente de la gobernanza con preferencia a la del
gobierno.

Por otro lado, siempre según COLLIN, el concepto de ciu-
dad-región, cada vez más usado en la literatura de estudios ur-
banos, que permite comprender la metrópoli y su región como
una entidad coherente, encuentra la adhesión de un número
cada vez mayor de expertos y de electos en Canadá. La idea de
crear estructuras de gestión metropolitana para la ciudad-re-
gión, o incluso de mecanismos a la vez ágiles y flexibles para
permitir una efectiva coordinación en el nivel de la ciudad-re-
gión, estaría sin duda permitida para enfrentarse con la mayo-
ría de los problemas mencionados. Según TRÉPANIER, «la no-
ción de ciudad-región, propuesta por el GTMR (Grupo de
trabajo sobre Montreal y su región), tendía simbólicamente al
establecimiento de un nexo entre el centro de la ciudad y la re-
gión, dirigido hacia una nueva cooperación para reforzar y po-
sicionar mejor en la escena internacional a la aglomeración en
su conjunto, más fuerte que sus componentes considerados ais-
ladamente» (TRÉPANIER, 1998: 334). Esta nueva forma de re-
gionalismo favorecería sobre todo la coordinación de las inter-
venciones en los ámbitos del transporte, desarrollo sostenible,
lucha contra la dispersión urbana así como en materia fiscal.
Ahora bien, en Canadá, los gobiernos provinciales de las dos
provincias más importantes demandan su voluntad de fortale-
cer las aglomeraciones urbanas de Toronto y de Montreal, ha-
biendo escogido otras opciones. En el marco de su reforma de
1997-98, el gobierno de Ontario abolió la instancia del gobier-
no metropolitano que había contribuido al éxito del desarrollo
de la aglomeración metropolitana de Toronto, y optó por una
estructura de gobierno unificada que recupera a la vez el terri-
torio de la ciudad y el de la aglomeración metropolitana. Por
su parte, en el marco de la reciente reorganización municipal,
el gobierno de Québec ha optado por una fórmula de conti-
nuidad con lo que existe ya. En efecto, la Comunidad Metro-
politana de Montreal (CMM) remplaza en adelante a la Co-
munidad Urbana de Montreal (CUM). Debido a la ampliación
del territorio que cubre, esta nueva instancia ve reforzados sus
poderes en términos de capacidad de planificación regional.
Sin embargo, a los ojos de algunos investigadores, la CMM no
se revela como una estructura capaz de afrontar los retos y en-
vites a los cuales se enfrenta la aglomeración metropolitana
(HAMEL, 2001). En otros términos, en el marco de la reorgani-
zación territorial y administrativa sin precedente en su historia
respectiva, los gobiernos de Ontario y de Québec han seleccio-
nado modelos cuyo potencial de respuesta a los retos vincula-
dos a la metropolización es, pues, cuestionado y cuestionable.
¿Cómo explicar esta distancia entre el discurso de los gobiernos
provinciales y las medidas que han adoptado?
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4.2. El modelo de Toronto

En el período de postguerra, el desarrollo y la expansión de
la región metropolitana de Toronto, debido sobre todo al creci-
miento demográfico y económico, planteaba retos importantes
en términos de capacidad de financiación de algunos servicios,
planificación y gestión urbana, prestación de servicios e infraes-
tructuras. El sistema municipal, bajo presión, debe reestructu-
rarse para hacer frente a los nuevos retos. Por eso en 1953 el go-
bierno provincial aprueba una nueva ley que autoriza la creación
de un nivel gubernamental a escala metropolitana. Esta estructu-
ra supramunicipal abarcaba a la ciudad de Toronto y doce muni-
cipios de los alrededores que se reducirían a seis (Toronto, York,
North York, East York, Scarborough y Etobicoke) en 1996 (ver
Mapa Anexo). Más conocido por el nombre de Metro Toronto5,
este gobierno cubre un territorio de 631 km2. Se inserta en la
gran región de Toronto (llamada la Greater Toronto Area) com-

puesta por su parte de cuatro gobiernos regionales (Durham,
York, Peel y Halton) creados en 1971 (ver Mapa Anexo). Recor-
demos que Metro Toronto ha sido el primer gobierno de este
tipo en América del Norte. Ha funcionado desde 1953 hasta
1998, fecha de su abolición en el marco de la creación de la su-
per-ciudad de Toronto nacida de la fusión de los municipios que
constituían hasta entonces el gobierno metropolitano.

Este modelo de gobierno metropolitano se ha caracterizado
por una estructura federativa de dos niveles, que comprenden un
Consejo metropolitano6 que tiene algunas prerrogativas legislati-
vas y ejecutivas sobre cuestiones referidas a la región metropoli-
tana en su conjunto, y seis consejos municipales responsables de
los servicios a nivel local. Una corporación metropolitana ejecu-
ta las decisiones tomadas por el Consejo. El trabajo de ésta está
apoyado por siete comités (gestión, legislación y licencias, traba-
jos, parques, entretenimiento y propiedad, transporte, servicios
comunitarios y vivienda, desarrollo económico y planificación)
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(Canadian Urban Institute, 1991). El principio de gobernanza
que le guía descansa sobre la idea de que algunos servicios comu-
nes a la zona metropolitana serán proporcionados por el consejo
metropolitano cuando los servicios locales sean administrados y
suministrados por los municipios locales (REDDY, 2002).

Metro Toronto ha asumido las responsabilidades en materia
de planificación para la utilización del suelo (pero no en térmi-
nos de zonificación), de las carreteras importantes, del cinturón
verde, de los grandes parques y del transporte público (vía la Co-
misión del Toronto Transit). Además, la ley provincial le autoriza-
ba a intervenir en materia de desarrollo de la vivienda pública
(FILION, 2000). Como recuerda FILION, «En virtud de esas juris-
dicciones, Metro era capaz de jugar un papel clave dirigiendo el de-
sarrollo de la aglomeración. Una de sus contribuciones principales
era el reforzamiento de los estándares en la planificación de las áreas
suburbanas, lo que puso fin al desarrollo periférico anárquico (FRIS-
KEN et al., 1997, HARRIS, 1996)» (FILION, 2000).

Esta estructura se mantuvo prácticamente hasta que el go-
bierno provincial decidió abolirla para crear la nueva ciudad de
Toronto en 1998. Para la mayoría de los observadores de la esce-
na de Toronto, esta estructura institucional ha preservado To-
ronto de los principales males a los que se enfrentan las grandes
ciudades de los Estados Unidos. Por ejemplo, para FRISKEN, uno
de los especialistas sobre el tema de Toronto, este modelo ha
contribuido al éxito de Toronto que, recordemos, ha sido pre-
miado en algunas ocasiones por las revistas de gran difusión,
como la celebre Fortune, como la ciudad que ofrece la mejor ca-
lidad de vida para sus habitantes, «El área parecía haber alcanza-
do una solución administrativa ideal para un complejo urbano más
amplio, intermunicipal: un sistema de gobierno que preservase la
existencia e integridad de las unidades locales, a la vez que permi-
tiese una acción efectiva y coordinada en amplias áreas (Commit-
tee for Economic Development, 1970; RUSK, 1995)».

Este gobierno regional de Toronto ha dado prueba pues de
sus aptitudes. Se ha impuesto como un modelo eficaz de gestión
y planificación urbana (BOURNE, 1999; FRISKEN, 1999; WI-
LLIAMS, 1999).

«Construido sobre la gran base impositiva de la ciudad, Me-
tro era capaz de facilitar la provisión de infraestructuras de alta
calidad, y de facilitar el transporte a través de la región (tal
como era definida). También elevó los estándares de desarrollo
urbano, alivió los problemas habituales de financiación de nue-
vos proyectos, redistribuyó recursos a municipios con bases impo-
nibles fiscales menores (por ejemplo, construyendo escuelas), y
permitió una dispersión de la construcción de vivienda pública
entre ciudad y barrios periféricos, en una extensión que, de otro
modo, no hubiera sido posible. Los nuevos barrios se beneficia-
ron de la base imponible fiscal (por actividad comercial) de la
ciudad y de sus infraestructuras; la ciudad, a cambio, se benefi-

ció de compartir con los barrios los costes de acomodar a los me-
nos afortunados, y de un sistema de transporte orientado al cen-
tro de la ciudad. Además, Metro fue capaz de restablecer el cre-
cimiento de nuevos barrios fuera de sus límites, contribuyendo a
una geografía urbana más compacta» (BOURNE, 1999: 8-9).

Sin embargo, según FRISKEN, este modelo ha alcanzado sus
límites en la medida en que no tenía autoridad legal para res-
ponder a las necesidades creadas por el crecimiento demográfico
y económico, que se producía esencialmente en el exterior de su
territorio. Además, por esta razón la administración del Nuevo
Partido Democrático (NPD) en el poder creó, en 1994, una co-
misión, la Greater Toronto Area Task Force, para revisar todo lo
referente a la gobernanza y hacer recomendaciones al gobierno a
fin de aportar mejoras (FRISKEN, 1998; SANCTON, 2000). El go-
bierno del Partido Conservador, que llegó al poder en 1995, au-
torizó a esta comisión a proseguir su trabajo, pero haciendo
poco caso a la mayoría de sus recomendaciones (FRISKEN, 1998).

En el marco de su última reforma, el gobierno de Ontario ha
eliminado el gobierno metropolitano para crear una sola estruc-
tura: la super-ciudad de Toronto que engloba a una población de
2,5 millones de habitantes. Sin embargo, la opción de la fusión
de los seis municipios del Toronto metropolitano ha encontrado
una fuerte oposición de los alcaldes y ciudadanos de los munici-
pios afectados organizados en el seno de una Coalición para la
democracia local (BOUDREAU, 2000; HORAK, 1998; SANCTON,
2000). A pesar de esta resistencia, el gobierno de Mike Harris
está llevando adelante su proyecto de fusión de las ciudades de
Toronto, York, East York, North York, Scarbourough y Hamil-
ton para crear así la mega-ciudad de Toronto.

La nueva estructura de administración municipal de Toronto
está compuesta de un consejo municipal constituido por un al-
calde y 44 consejeros municipales, que son elegidos por distritos
electorales. Los límites administrativos de los antiguos munici-
pios de los extrarradios han sido mantenidos, pero el status de es-
tos territorios ha cambiado. De un status de municipio dotado
de plenos poderes, estos territorios se han convertido en simples
community council con vistas a la gestión del territorio delimita-
do por los antiguos límites del gobierno local. Estas nuevas ins-
tancias no poseen más que simples facultades de recomendación. 

Precisemos, por último, que la super-ciudad de Toronto esta
rodeada de cuatro gobiernos regionales (creados a principios de
los años 70), que engloban 24 municipios que, conjuntamente,
constituyen la gran región de Toronto. Estos gobiernos regiona-
les no se han visto afectados por la reforma municipal. Para esta
gran región, existe una sola estructura de gobierno regional, el
Greater Toronto Services Board, creada en el marco de la Ley del
Greater Toronto Services Board Act, en vigor a partir de enero de
1998. El GTSB no constituye una categoría de gobierno y no
tiene ninguna autoridad directa en materia de impuestos. Ade-
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más, hasta el momento, su papel se limita a la gestión del servi-
cio de transporte metropolitano (SANCTON, 2000).

4.3. El caso de Montreal

A semejanza del gobierno de Ontario, el de Québec empren-
dió en el año 2000-2001 una reforma municipal considerada
una de las más importantes después de la creación del régimen
municipal quebequés a mediados del siglo XIX. Por medio de la
aprobación de las Leyes 134, 170 y 297, el gobierno provincial
perseguía principalmente dos objetivos: la reducción del número
de municipios en su territorio y el fortalecimiento de las aglome-
raciones urbanas por la creación de comunidades metropolitanas
en las aglomeraciones de Montreal, Québec y la Outaouais8. Se-
gún algunos, una «pequeña revolución municipal» acababa de
producirse en la escena municipal de Québec (BRUNEAULT y
COLLIN, 2001).

En un Libro blanco titulado «La reorganización municipal.
Cambiar las formas de actuar para servir mejor a los ciudada-
nos», presentado por la ministra de la Metrópoli y de Asuntos
Municipales en abril de 2000, el gobierno de Québec tenía en
cuenta los problemas específicos a los que se enfrentaba la me-
trópoli de Montreal. Entre estos problemas, se resaltaban princi-
palmente la incoherencia entre el territorio funcional, es decir, la
región metropolitana censal (RMR), y el territorio cubierto por
la instancia de gestión metropolitana, es decir, la Comunidad
Urbana de Montreal (CUM). Esta estructura administrativa,
creada en 1971, debía atender algunos mecanismos de coopera-
ción intermunicipal para la aglomeración metropolitana de
Montreal. El territorio cubierto por la CUM no abarcaba más
que 28 de los 108 municipios de la RMR, mientras que su po-
blación sólo representaba en 1996 el 53% de la población. En
realidad, después de los años 70, el centro de la ciudad, lo mis-
mo que el territorio cubierto por la CUM, experimentan un de-
clive demográfico constante en beneficio de las coronas periféri-
cas del norte y del sur. Aunque sea menos acentuado que en las
ciudades estadounidenses, este efecto de «agujero de buñuelo»9

se acompaña de la concentración de grupos de población más
precarios socioeconómicamente en el centro de la ciudad. Por
ejemplo, en el antiguo territorio de la ciudad de Montreal, una
persona de cada dos vive con una renta por debajo de la renta
media fijada por el Centro de Estadística de Canadá10. Las fami-
lias compuestas por una sola persona representan el 41% de to-
das las familias en el centro de la ciudad, frente al 29% en la re-
gión metropolitana. Las familias monoparentales constituyen,
por su parte, el 36% de las familias con niños en la ciudad de
Montreal mientras que, en la región metropolitana, sólo supo-
nían un 26% de las familias con hijos. Esto hace aumentar los
problemas de fragmentación municipal atribuidos a un gran nú-

mero de municipios que conducen a una competencia ineficien-
te entre los municipios, y el de la disparidad fiscal que se hace en
detrimento de los residentes del centro de la ciudad. Este último
aspecto constituye una apuesta importante de la reforma, en la
medida en que existe una disparidad en el reparto de los gastos
asociados a las infraestructuras y equipamientos regionales loca-
lizados en el territorio de Montreal. En efecto, además de su par-
ticipación financiera en los costes vinculados al servicio de poli-
cía, al sistema de transporte colectivo y a la depuración de las
aguas, según un sistema de cuotas que se basa en la riqueza in-
mobiliaria que se utiliza en el seno de la CUM, los municipios
de la periferia no contribuyen a los gastos vinculados a la utiliza-
ción de los equipamientos e infraestructuras regionales de Mon-
treal, que sin embargo son ampliamente utilizados por sus resi-
dentes. En otros términos, el coste de estos equipamientos es
soportado exclusivamente por la ciudad de Montreal y por sus
residentes. Ahora bien, la tasa global de imposición uniformiza-
da de los municipios de la periferia era menos elevada que en
Montreal11, mientras que la media de ingresos de los residentes
de la periferia es más alta que la de los habitantes del centro de la
ciudad (LATENDRESSE, 2001).

Consciente de los problemas específicos con los que se en-
frenta Montreal, el gobierno de Québec ha dado origen a «una
ciudad, una isla», procediendo a la fusión del centro de la ciu-
dad y los veintisiete municipios de la periferia de la isla. La nue-
va ciudad de Montreal cuenta desde entonces con una pobla-
ción de 1,8 millones de habitantes y está administrada por una
nueva estructura administrativa de tres niveles. En el nivel de la
gran región de Montreal, la Comunidad Metropolitana de
Montreal (CMM), creada en junio del 2000 pero funcionando
solamente desde enero del 2001, puede ser definida como una
instancia de planificación con jurisdicción sobre un territorio
que corresponde aproximadamente al de la región metropolita-
na censal y que comprende 64 municipios. «En la práctica, la
CMM tendrá el mandato de fijar una visión estratégica del de-
sarrollo económico, social y medioambiental para la región me-
tropolitana y ver qué plan de desarrollo urbano corresponde a
esta visión (BRUNEAULT y COLLIN, 2001)». Además, tiene la res-
ponsabilidad de preparar un plan metropolitano de ordenación
y urbanismo.

A escala local, la nueva ciudad estará gobernada por un con-
sejo municipal compuesto de un alcalde y sesenta y tres «conse-
jeros de la ciudad». En el plano territorial y administrativo, está
subdividida en veintisiete distritos que son desde entonces admi-
nistrados por los consejos de distrito. En opinión de algunos, el
principal elemento de innovación de esta reorganización muni-
cipal se encuentra en la creación de estas nuevas instancias, que
asumirán la gestión de los servicios de proximidad. Aclaremos
que estos distritos han surgido de los nueve antiguos distritos del
centro de Montreal, y de la agrupación territorial de algunos an-
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tiguos municipios de las afueras de la isla de Montreal para for-
mar los dieciocho distritos restantes.

En Montreal, esta fusión ha provocado problemas de identi-
dad importantes en el marco de las tensiones político-culturales
que distinguen el contexto quebeco-canadiense. En efecto, subra-
yamos la presencia importante de los anglo-quebequeses en algu-
nos de estos alrededores de la isla de Montreal, principalmente en
su parte oeste. En el plano lingüístico, catorce municipios de la
periferia habían obtenido el status de excepción conforme al ar-
tículo 29.1 de la Carta de la lengua francesa, es decir, que en la
época en que habían obtenido el reconocimiento, la mayoría de
la población hablaba en su casa otro idioma distinto del
francés12. Ahora bien, la fusión de estos municipios para consti-
tuir la nueva ciudad de Montreal hizo que estas colectividades an-
glófonas se encontraran dentro de un gran municipio teniendo el
status de ciudad francófona. El movimiento de resistencia para
oponerse a este proyecto ha venido en gran parte de estos munici-
pios de las afueras. Y, como en Toronto, los alcaldes de estos alre-
dedores han jugado un rol importante en la movilización de los
opositores al proyecto de fusión. Y, también como en Toronto,
un buen número de ellos, después se han presentado como candi-
datos a las elecciones, han sido elegidos y ocupan un escaño en el
consejo municipal de la nueva ciudad de Montreal.

El modelo seleccionado por el gobierno de Québec para
Montreal ha favorecido una desconcentración de algunas potes-
tades y competencias del centro de la ciudad hacia los consejos
de distrito. En efecto, por primera vez en la historia de Mon-
treal, los consejos de distrito están dotados de un presupuesto
aprobado por el consejo municipal, así como de competencias,
potestades y obligaciones en los ámbitos siguientes: urbanismo,
prevención de incendios, eliminación de residuos, desarrollo
económico local, comunitario y social, cultura, ocio y parques
de distrito y el servicio municipal de limpieza.

En lo que concierne más específicamente al nivel metropoli-
tano, el gobierno de Québec había intentado varias veces identifi-
car soluciones para responder a los problemas específicos de
Montreal (COLLIN, 1999; HAMEL, 2001; TRÉPANIER, 1998). Re-
cordemos que la CMU se creó en 1971 para remplazar a la Cor-
poración del Montreal Metropolitano. El objetivo principal de la
CUM era ante todo asegurarse una redistribución más equitativa
de los costes de los servicios municipales (protección policial,
transporte colectivo, saneamiento del aire, tratamiento de las
aguas residuales, etc.) que tienen efectos metropolitanos (CO-
LLIN, 1998). A diferencia del gobierno metropolitano de Toron-
to, no había ningún funcionario elegido directamente por la po-
blación. En efecto, la CUM estaba compuesta por los alcaldes de
los municipios incorporados al territorio metropolitano, que eran
designados de oficio para el consejo de la CUM. Aunque esta ins-
tancia haya sido considerada por algunos como un nuevo gobier-
no metropolitano multifuncional, se comporta más, según

SANCTON, como un mecanismo de reparto equitativo entre el
centro de la ciudad y la periferia (SANCTON, 1998). En efecto, al
contrario que en el Metro Toronto, la CUM no constituye un ni-
vel de gobierno regional.

Por el momento, es sin duda muy pronto para pronunciarse
sobre el resultado de la CMM. La ampliación del territorio que
cubre corresponde más al territorio de la región. Por otro lado,
sus ámbitos competenciales han sido ampliados. En efecto, la
CMM, se define como un organismo de planificación, coordi-
nación y financiación en el ejercicio del conjunto de sus compe-
tencias, teniendo desde ahora competencias en ordenación del
territorio, desarrollo económico, desarrollo artístico y cultural,
vivienda social, equipamientos, infraestructuras, servicios y acti-
vidades de carácter metropolitano, transporte colectivo y red ar-
terial metropolitana, planificación de la gestión de residuos, sa-
neamiento de la atmósfera y saneamiento de las aguas. Además,
seis comisiones permanentes han sido creadas en los ámbitos de
ordenación, desarrollo, equipamientos metropolitanos y finan-
zas, comisión de medio ambiente, comisión de transporte, comi-
sión de vivienda social y Agencia metropolitana de transporte.
Por último, la CUM está administrada por un consejo compues-
to de veintiocho personas: los alcaldes de los principales munici-
pios (Montreal, Laval, Longueil), los de los pequeños munici-
pios, y varias personas designadas por los consejos municipales
de estas ciudades. Sin embargo, igual que en la CUM, ninguno
de los representantes de la CMM son elegidos directamente por
la población. Además, debido a que la nueva instancia cubre un
territorio ampliado a fin de asumir la responsabilidad de las
transformaciones demográficas y funcionales que ha experimen-
tado la aglomeración metropolitana de Montreal, la CMM es
globalmente la continuación de la CUM, en la medida en que
puede ser definida como una instancia de coordinación inter-
municipal responsable de la planificación, de la ordenación del
territorio, pero también del desarrollo económico y de la vivien-
da social. En contra de las recomendaciones que habían sido he-
chas por el Grupo de trabajo sobre Montreal y su región
(GTMR), no está contenida la idea de creación de un gobierno
metropolitano.

5. A manera de conclusión

Como hemos visto, la complejidad de las relaciones intergu-
bernamentales se manifiesta como un tema que debe asumirse
en el estudio de la gobernanza urbana y metropolitana canadien-
se. El rol del gobierno federal en la esfera de los asuntos urbanos,
el de los gobiernos provinciales, y las relaciones que estos últi-
mos mantienen con los municipios locales tienen impactos en el
marco en el que se elabora la acción pública. Por ejemplo, el fe-
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nómeno de la transferencia de algunas responsabilidades y tam-
bién algunos gastos públicos del gobierno federal a las provin-
cias, y de éstas a los municipios, constituye un ejemplo de la na-
turaleza jerárquica de las relaciones entre estos dos últimos
niveles gubernamentales, y permite explicar las tensiones a que
los gobiernos metropolitanos y locales deben adaptarse. Ahora
bien, las transformaciones económicas ligadas a la metropoliza-
ción han impuesto una nueva agenda política en el seno de la
cual los gobiernos provinciales no tienen otro remedio que rede-
finir, en parte al menos, la naturaleza de las relaciones que les
unen a los gobiernos locales. Por ejemplo, el gobierno de Onta-
rio y el de Columbia Británica, aprobando nuevas leyes sobre los
municipios, han comenzado una redefinición de las relaciones
que les unen a los gobiernos locales de sus territorios respectivos.
Amplían las potestades de los municipios locales, les otorgan al-
gunas prerrogativas legislativas y financieras y les conceden una
mayor autonomía. En el fondo de estas reformas existe una vo-
luntad explícitamente formulada de eficiencia, eficacia, raciona-
lidad y mejor oferta de servicios, para responder mejor así a los
deseos y necesidades de los ciudadanos. Los términos clave de
flexibilidad y autonomía son recurrentes en los discursos de estos
gobiernos.

Para comprender el alcance de estas reformas, es importante
insertarlas en su respectivo entorno político global. Se incluyen
en una agenda política neoliberal que pretende la reducción del
gobierno. Se postula aquí que los municipios estarán mejor pre-
parados que los gobiernos provinciales para responder a los de-
seos de los ciudadanos y para garantizar una mejor gestión y pla-
nificación con menor coste. Ontario y Columbia Británica se
cuestionan su rol de regulación sobre el conjunto de las ciudades
de sus respectivos territorios, así como los valores de equidad y
universalidad de los servicios ofrecidos por los municipios. Por
su parte, Québec ha efectuado cambios importantes que se ins-
criben más en una continuidad con su modelo institucional an-
terior. En efecto, el mecanismo de fusión había constituido ya el
principal arsenal jurídico de la provincia para intentar resolver
los problemas de disparidad socio-espacial, de disparidad fiscal y
de falta de coordinación intermunicipal en la región de Mon-
treal. Sin embargo, aunque la idea de descentralización se sitúa
en el centro de los discursos gubernamentales de Québec, la últi-
ma reforma municipal no incluye medidas reales que vayan en
esta dirección. En lo que concierne a Québec, podríamos ver allí
sin duda el mantenimiento de algunos elementos del modelo del
Estado del bienestar que se formó durante la Revolución tran-
quila, el de un Estado regulador que garantice principalmente el

reparto de los recursos y el desarrollo de las distintas partes de su
territorio.

Por otro lado, en el contexto de transformación de las metró-
polis canadienses, los gobiernos de Ontario y Québec buscaban
un nuevo modelo de gestión metropolitana que permitiera la
consolidación de su metrópoli en el seno de este espacio econó-
mico globalizado. En el fondo de sus discursos respectivos, se
encuentran las mismas preocupaciones por las economías de es-
cala, la racionalidad, y una mayor competitividad. Como se
sabe, estos dos gobiernos provinciales han escogido la fusión y la
creación de nuevas instancias para englobar un territorio funcio-
nal aumentado. Aunque diferentes, los enfoques seleccionados
por Ontario y Québec han puesto el énfasis en la creación de
nuevas estructuras institucionales.

Este examen parcial de la gobernanza urbana y metropolita-
na, que se ha limitado de forma modesta al caso de Ontario y
Québec, plantea numerosas cuestiones que atañen al conjunto
de Canadá. Sin ninguna duda, los cambios realizados han redefi-
nido no sólo los marcos legislativos que delimitan las potestades
y competencias de los gobiernos locales y metropolitanos, sino
también la naturaleza de las relaciones entre los diversos niveles
gubernamentales. En consecuencia, deberían favorecer la emer-
gencia de nuevas formas de gobernanza urbana y representar
nuevas oportunidades para los actores locales. En este sentido, es
posible ver surgir, según las ciudades, e incluso según las posicio-
nes y los actores implicados, diversas formas de gobernanza ur-
bana, y hasta distintos modos de relación entre los diferentes
grupos de actores afectados. La gobernanza de geometría varia-
ble mencionada al principio de este artículo hace referencia al
cuestionamiento de la configuración institucional que concede a
los gobiernos provinciales un rol predominante en la regulación
política de los asuntos municipales y urbanos. Sin embargo, más
allá de los discursos que ponen el énfasis en los nuevos roles po-
líticos y económicos de los municipios y de las metrópolis, las
cuestiones vinculadas a los aspectos de democracia y participa-
ción pública en los asuntos municipales parecen estar siendo re-
legadas a un segundo plano por los gobiernos provinciales. ¿Pa-
rece pues legitimo preguntarse en qué medida será posible para
los diversos grupos de actores participar en estas nuevas formas
de gobernanza. ¿Se convertirá el marco de elaboración de la ac-
ción pública en un marco asociativo que privilegia al sector pri-
vado como principal interlocutor de los municipios? O incluso,
¿permitirán igualmente las nuevas configuraciones instituciona-
les la participación de los grupos sociales organizados y de los
simples ciudadanos interesados por sus derechos en la ciudad?
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* Profesora-Investigadora del Departamento de Geografía de la Universidad de Qué-
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La traducción al español de la versión original francesa ha sido realizada por Carmen
PINEDA NEBOT, Investigadora del Departamento de Ciencias Políticas y Relaciones
Internacionales de la Universidad Autónoma de Madrid.
1 Ministerio de Asuntos Municipales y Vivienda, plan de actividades 2001-2002.
2 Ministerio de la Comunidad, de los Autóctonos y de los Servicios a las Mujeres,
The Community Charte : A New Legislative Framework for Local Governement, mayo
2002, p. 5.
3Ibid., p. 6 
4 Ibid.
5 Metro es la abreviatura de Metropolitano.
6 El gobierno metropolitano está compuesto por treinta y cuatro miembros, por un
presidente elegido directamente por los miembros del gobierno metropolitano, así
como por los seis alcaldes del extrarradio y por veintisiete miembros elegidos directa-
mente por los ciudadanos.

7 Loi sur la Communauté métropolitaine de Montréal, Québec, Éditeur officiel du
Québec (Proyecto de Ley 134). 
Loi portant sur la réforme de l’organisation territoriale municipale des régions métropoli-
taines de Montréal, de Québec et de l’Outaouais, 2000 (Proyecto de Ley 170).
Loi modifiant diverses dispositions législatives en matière municipale, 2000 (Proyecto de
Ley 29).
8 La Réorganisation municipale. Changer les façons de faire pour mieux servir les citoyens
(2000). Libro blanco realizado por el gobierno de Québec.
9 En el original, trou de beigne. El beigne es un buñuelo que tiene un agujero en el
centro. La metáfora efecto de agujero de beigne permite ilustrar el fenómeno del cre-
cimiento demográfico de la periferia en detrimento del centro de la ciudad.
10 Ibid, p. 39.
11 Danielle PILETTE (2001). «La réorganisation municipale: un chantier majeur au
profil d’impératifs plus sectoriels que municipaux», Géographies, nº 11.
12 La Réorganisation municipale. Changer les façons de faire pour mieux servir les cito-
yens, (2000). Libro blanco elaborado por el gobierno de Québec.
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